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PROCESO EJECUTIVO / CONFLICTO NEGATIVO DE COMPETENCIA / Entre los Juzgados Quinto Civil Municipal de Pereira y Tercero Civil Municipal de Dosquebradas / Debe conocer el Juzgado Quinto en razón al lugar de cumplimiento de la obligación /Fuero a prevención según elija el Demandante / “Quiere esto significar que cuando se trata de una obligación que tiene respaldo en un título ejecutivo, caso del pagaré y de la mayoría de los títulos valores, en aplicación de esta regla, el fuero es concurrente, porque se puede demandar en el domicilio del demandado (personal), o en el del lugar pactado para el cumplimiento de la obligación (contractual), siempre a elección del demandante. 

Es que, esta previsión es mucho más amplia que la que traía el derogado Código de Procedimiento Civil, que no preveía la posibilidad de demandar para el ejercicio de una acción cambiaria derivada de un título valor (que, en principio, es una de las especies de título ejecutivo), o para el cobro de una obligación respaldada en cualquier otro título ejecutivo, en el lugar pactado para su cumplimiento. Eso era lo que justificaba que la jurisprudencia de la Corte se hubiera afianzado en la tesis, citada por el Juzgado Civil Municipal de Pereira, de que solo podía recurrirse al fuero general, esto es, al domicilio del demandado. Ya no es así, ahora el fuero es a prevención, según elija el demandante, como quedó establecido”

------------------------------------------------------------------------------------------------------

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

             SALA UNITARIA CIVIL-FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo 

Pereira, octubre dieciocho de dos mil dieciséis

Expediente: 66170-40-03-003-2016-00498-01

De plano, como manda el artículo 139 del Código General del Proceso, se decide el conflicto de competencia suscitado entre los Juzgados Quinto Civil Municipal de Pereira y Tercero Civil Municipal de Dosquebradas, para conocer de la demanda ejecutiva instaurada por el Banco PICHINCHA SA contra Fabio Hernán Patiño Palacio.
ANTECEDENTES

Demandó ejecutivamente el banco Pichincha SA a Fabio Hernán Patiño Palacio, de quien dijo es “Vecino de Dosquebradas”
 y su lugar de notificación es la carrera 21 No. 1-16 Otún, Todocarnes en el mismo Municipio
, con base en un pagaré suscrito por el demandado por la suma de $50.000.000,oo prometiendo pagar la obligación en la “oficina PEREIRA AVENIDA CIRCUNVALAR” 

Decidió el Juzgado Civil Municipal de Pereira rechazar por falta de competencia la demanda y remitirla al Juzgado Civil Municipal -reparto- de Dosquebradas, en aplicación de lo reglado por el artículo 28, numeral 1°, del Código General del Proceso; le correspondió al Juzgado Tercero de esa especialidad el conocimiento del mismo; mas, este último despacho judicial también declaró su incompetencia, porque, en su sentir, con base en decisiones de esta Corporación, cuando se trata de títulos ejecutivos, se puede demandar en el domicilio del ejecutado o en el lugar de cumplimiento de la obligación, y como en este caso se estipuló que sería Pereira, el conocimiento del asunto correspondía al juez inicial.

CONSIDERACIONES

1.
La Sala es competente para desenlazar el conflicto, en los términos del artículo 139 del C.G.P. 

2.
De entrada es preciso decir que la razón está de parte de la Jueza Tercera Civil Municipal de Dosquebradas. 

Para llegar a esa conclusión, es conveniente señalar, en primer término, que el asunto se rige íntegramente por el Código General del Proceso, que contiene disposiciones nuevas en materia de competencia y, particularmente, de la territorial. 

En realidad, el nuevo estatuto procesal mantuvo la regla general que es el fuero del domicilio del demandado (personal), la cual está consagrada en el numeral 1º del artículo 28 del Código General del Proceso, que prevé:

“En los procesos contenciosos, salvo disposición legal en contrario, es competente el juez del domicilio del demandado. Si son varios los demandados o el demandado tiene varios domicilios, el de cualquiera de ellos a elección del demandante. Cuando el demandado carezca de domicilio en el país, será competente el juez de su residencia. Cuando tampoco tenga residencia en el país o ésta se desconozca, será competente el juez del domicilio o de la residencia del demandante.”

Pero, se estableció también, en la regla 3ª, que: 

“En los procesos originados en un negocio jurídico o que involucren títulos ejecutivos es también competente el juez del lugar de cumplimiento de cualquiera de las obligaciones…”.

Quiere esto significar que cuando se trata de una obligación que tiene respaldo en un título ejecutivo, caso del pagaré y de la mayoría de los títulos valores, en aplicación de esta regla, el fuero es concurrente, porque se puede demandar en el domicilio del demandado (personal), o en el del lugar pactado para el cumplimiento de la obligación (contractual), siempre a elección del demandante. 

Es que, esta previsión es mucho más amplia que la que traía el derogado Código de Procedimiento Civil, que no preveía la posibilidad de demandar para el ejercicio de una acción cambiaria derivada de un título valor (que, en principio, es una de las especies de título ejecutivo), o para el cobro de una obligación respaldada en cualquier otro título ejecutivo, en el lugar pactado para su cumplimiento. Eso era lo que justificaba que la jurisprudencia de la Corte se hubiera afianzado en la tesis, citada por el Juzgado Civil Municipal de Pereira, de que solo podía recurrirse al fuero general, esto es, al domicilio del demandado. Ya no es así, ahora el fuero es a prevención, según elija el demandante, como quedó establecido.  

Sobre el punto, Sanabria Santos
, señala que: 
La segunda precisión –que además es novedad en la disposición– es que el fuero contractual se aplica incluso a aquellos procesos que involucren títulos ejecutivos, con lo cual queda claro que esta norma se aplica no solamente a los procesos declarativos sino también a los de ejecución, específicamente cuando se trata de obligaciones incorporadas en títulos valores en los que se haya pactado el lugar del pago. En efecto, hay que recordar que debido a la redacción del ya citado numeral 5º del artículo 23 CPC, se había entendido que cuando se tratara de hacer efectivo judicialmente el pago de obligaciones incorporadas en un título valor, en el cual se hubiese señalado el lugar del pago al amparo de lo previsto por el artículo 621 CCO, dicho lugar no generaba un fuero para asignar competencia y la demanda debía presentarse en el fuero general, es decir, en el domicilio del deudor demandado, habida consideración que la ley procesal hacía referencia era al lugar de cumplimiento de obligaciones nacidas de un contrato y un título valor no tiene tal calidad. Con la disposición del numeral 3º del artículo 28 CGP, que extiende el fuero contractual a los procesos originados en títulos ejecutivos (denominación en la cual están incluidos los títulos valores), es claro que si en el texto del título se incluye el lugar del pago de la obligación, en ese lugar podrá formularse la correspondiente demanda
.

Traídos estos conceptos al caso de ahora, bien se ve que se trata de un proceso ejecutivo en el que el banco Pichincha SA, con base en una garantía personal (pagaré) con estipulación contractual para su cumplimiento en la ciudad de Pereira
, procedió a pedir que se librara mandamiento de pago contra el señor Fabio Hernán Patiño Palacio por el capital acelerado, las cuotas dejadas de cancelar, más los intereses de plazo y mora y la correspondiente condena a costas. 
Esta sola circunstancia, la de haberse pactado un lugar para el pago de la obligación, que lo fue en la “… oficina PEREIRA AVENIDA CIRCUNVALAR”, le daba competencia al juez de esta localidad para conocer del asunto, teniendo en cuenta, además, el hecho de que la misma apoderada del banco ejecutante en el acápite de “PROCEDIMIENTO Y CUANTÍA” indica como competente el “JUEZ CIVIL MUNICPAL DE PEREIRA – RAPARTO” debido al “lugar de cumplimiento de la obligación, conforme al Artículo 28, numeral 3 del C.G.P.”, situación que ratifica el querer del acreedor en que sea Pereira el lugar donde se tramite su acción. 
De todo lo cual se infiere que cuando en la demanda se afirme que el ejecutado tiene su domicilio en determinado sitio, pero se promueva la demanda en uno de los lugares en que, a prevención, puede elegir el demandante, no le es dado al juez omitir esa precisión para separarse de la competencia.
Consecuentes con lo dicho, se resolverá el conflicto en  el sentido de que el competente es el Juzgado Quinto Civil Municipal de Pereira, que fue la elección que hizo la parte demandante; al Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas se le informará lo pertinente. 

DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil- Familia del Tribunal Superior de Pereira, DECLARA que el conocimiento de la demandada ejecutiva singular instaurada por el Banco Pichincha SA contra Fabio Hernán Patiño Palacio, le corresponde al Juzgado Quinto Civil Municipal de Pereira, y allí se dispone remitir el expediente.

De esta decisión, infórmese a la Jueza Tercera Civil Municipal de Dosquebradas.

Notifíquese.

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

Magistrado
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